
C.A. de Santiago

Santiago, veintinueve de agosto de dos mil veintitr s.é

A folio 18, t ngase presente.é

A folio 19, a todo, t ngase presente.é

Vistos  y considerando:

Primero:  Comparece  do a  Ximena  Oyarzun  Cayo,ñ  

abogada,  en  representaci n  de  DIRECTV  Chile  Televisi nó ó  

Limitada,  quien  interpone  recurso  de  apelaci n  en  contra  de  laó  

resoluci n contenida en ORD N  247, de 25 de abril de 2023, deló º  

Consejo  Nacional  de  Televisi n,  representado  por  don  Mauricioó  

Mu oz Guti rrez.ñ é

Indica  que,  mediante  el  referido  oficio,  se  comunic  aó  

DIRECTV la sanci n de 20 UTM aplicada por el Consejo, por laó  

exhibici n de la pel cula Mirrors  Espejos Siniestros (SIC) , el d aó í “ – ” í  

25 de junio de 2022, a partir de las 18:59 horas, a trav s de la se alé ñ  

A&E, no obstante, su contenido inadecuado para ser visionado por 

menores de edad, lo que habr a vulnerado el art culo 1  de la Leyí í °  

N  18.838.°

Sostiene que la pel cula no se encuentra dentro del supuestoí  

legal necesario para atribuir responsabilidad a DIRECTV, ya que 

est  calificada por el Consejo de Calificaci n Cinematogr fica comoá ó á  

pel cula para mayores de 14 a os y no para mayores de 18 a os.í ñ ñ  

Asevera que, de acuerdo al  art culo 5  de las  Normas Generalesí °  

sobre  Contenidos  de  las  Emisiones  de  Televisi n,  las  pel culasó í  

calificadas para mayores de 18 a os por el Consejo de Calificaci nñ ó  

Cinematogr fica  y aquellas  no calificadas  por dicho Consejo queá  

incluyan  contenidos  no  aptos  para  ni os  menores  de  edad,  s loñ ó  

pueden ser exhibidas por los servicios de televisi n fuera del horarioó  
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de protecci n (el cual se extiende entre 06:00 y 22:00 horas). Indicaó  

que de lo anterior se concluye que respecto de pel culas calificadasí  

como para mayores de 14 a os  no existe restricci n alguna.“ ñ ” ó

Agrega  que  la  calificaci n  de  la  mencionada  pel culaó í  

corresponde exclusiva y excluyentemente al Consejo de Calificaci nó  

Cinematogr fica (CCC) ya que no est  hecha especialmente paraá á  

TV, conforme dispone el art culo 7 , letra c) de la Ley 19.846 y elí °  

art culo 13, letra a) de la Ley N  18.838.í °

Asegura  que  la  incompetencia  para  sancionar  por  la 

exhibici n de una pel cula calificada para mayores de 14 a os enó í ñ  

horario restringido ha sido reconocida por la recurrida, citando al 

efecto los autos Rol N  4150-2016 de esta Corte.°

Por otra  parte,  asevera  que la  facultad  de fiscalizaci n  deló  

CNTV  y  las  disposiciones  que  consagran  sus  infracciones 

constituyen leyes  penales  en blanco,  contrariando el  principio  de 

legalidad, ya que las potestades del CNTV resultan vagas y carentes 

de precisi n. Adem s, expresa que no existe la informaci n ni eló á ó  

mecanismo  preventivo  necesario  que  le  permita  a  DIRECTV 

conocer con certeza y anticipaci n la calificaci n de las pel culas oó ó í  

programas que los Proveedores de Contenido emiten.

Alega  que  la  sanci n  y  castigo  por  contenidos  en  se alesó ñ  

abiertas o satelitales es absolutamente ineficaz frente a la difusi n yó  

disponibilidad de una serie de contenidos en internet que podr aní  

vulnerar las normas de correcto funcionamiento  y respecto a las“ ”  

cuales no hay ninguna herramienta posible de control. A ade que lañ  

multa  cursada  carece  de  fundamentos  y  obvia  la  autonom aí  

progresiva de los menores.
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Hace presente su falta de culpabilidad toda vez que le resulta 

imposible suspender y/o alterar partes espec ficas de los contenidosí  

difundidos a trav s de todas y cada una de sus se ales, los que soné ñ  

enviados  directamente  por  el  programador,  due o  de  la  se al.ñ ñ  

A ade que el cliente de DIRECTV controla lo que se puede ver oñ  

no ya que, por el solo hecho de recibir el decodificador de la se alñ  

satelital,  recibe adem s un control parental,  que permite filtrar elá  

contenido.

Refiere que independiente de la calificaci n de la pel cula enó í  

cuesti n, el ó contenido presuntamente inapropiado para menores de“  

edad” debe ser evaluados seg n la gravedad de la infracci n, talú ó  

como se ala el art culo 33 de la Ley 18.838.ñ í

Finalmente alude al principio de proporcionalidad.

Solicita se acoja el recurso y se absolver a su parte de los 

cargos formulados en su contra, dejando sin efecto la multa cursada 

por el Consejo Nacional de Televisi n.ó

Segundo:  Informa  por  la  recurrida,  el  abogado  Antonio 

Madrid Arap, quien solicita el rechazo del recurso.

Indica  que  a  ra z  de  una  fiscalizaci n  de  oficio,  elí ó  

Departamento  de  Supervisi n  y  Fiscalizaci n  emiti  un  informeó ó ó  

t cnico de fiscalizaci n C-12023, se estableci  que esta pel cula alé ó ó í  

ser  transmitida  por  la  permisionaria  DIRECTV,  en  horario  de 

protecci n  amag  el  principio  formativo  de  NNA  al  presentaró ó  

diversas  escenas  que  dan  cuenta  de  actos  de  violencia  excesiva; 

tortura f sica y psicol gica,  mutilaciones,  entre otras  acciones,  losí ó  

cuales podr an influir, de forma negativa, en el comportamiento deí  

los menores de edad que se encontrar an visionando el filme.í
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Sostiene  que  la  permisionaria  exhibi  contenidosó  

expresamente  prohibidos  por  la  normativa,  por  tanto,  estos  se 

estimaron inadecuados para menores de edad al  ser emitidos del 

horario  de  protecci n,  por  lo  que  resulta  razonable  sostener  laó  

afectaci n a la formaci n de los ni os, en base a la pol tica nacionaló ó ñ í  

vigente de ni ez y adolescenciañ

Afirma  que  las  alegaciones  vertidas  en  el  recurso  por  la 

concesionaria  no resultan id neas  para  excluir  su  responsabilidadó  

infraccional en este caso.

Arguye que la supuesta falta de un mecanismo preventivo“ ” 

de entrega de informaci n para cumplir con su obligaci n es unaó ó  

alegaci n  que  desconoce  la  regulaci n  de  la  televisi n  y  laó ó ó  

prohibici n de censura previa.ó

Hace presente que la conducta infraccional sancionada está 

expresamente establecida en la normativa que regula la televisi n,ó  

por lo que no existe infracci n al principio de legalidad ni tipicidad.ó

Agrega que en su reclamaci n la concesionaria no derriba laó  

presunci n  de  legalidad  del  acto  administrativo  dictado  por  eló  

Consejo Nacional de Televisi n.ó

Afirma que la conducta infraccional se encuentra plenamente 

acreditada en autos.

Estima improcedente la alegaci n de la reclamante en cuantoó  

a la falta de culpabilidad en la conducta reprochada.

Refiere que las supuestas imposibilidades para alterar o decidir 

sobre  su  programaci n  o  la  adopci n  de  supuestas  medidas  deó ó “  

mitigaci n  no  modifican  la  responsabilidad  por  el  actuar  de  laó ”  

reclamante permisionaria.
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Arguye que, de acuerdo al art culo 33 de la Ley N  18.838, elí °  

Consejo  Nacional  de  Televisi n  se  encuentra  facultado  paraó  

imponer las sanciones all  contempladas en relaci n a la gravedadí ó  

de la infracci n, y es precisamente la ponderaci n de la gravedadó ó  

del  il cito  cometido,  el  ejercicio  que  ha  efectuado  el  CNTVí  

mediante las consideraciones latamente expuestas en la formulaci nó  

de cargos y en el acuerdo que impone la sanci n, y que han sidoó  

reiteradas una vez m s en el informe, que  en este caso se impusoá  

en el m nimo.í

Finaliza  solicitando  el  rechazo  del  reclamo,  con  expresa 

condena en costas.

Tercero:  Que, el inciso segundo del art culo 34 de la Leyí  

N  18.838 dispone que  º la resoluci n que imponga amonestaci n,“ ó ó  

multa o suspensi n de transmisiones ser  apelable ante la Corte deó á  

Apelaciones de Santiago, y la resoluci n que declare la caducidadó  

de  una  concesi n  ser  apelable  ante  la  Corte  Suprema.  Laó á  

apelaci n  deber  interponerse  dentro  de  los  cinco  d as  h bilesó á í á  

siguientes a la fecha de notificaci n de la resoluci n, ser fundada, yó ó  

para su agregaci n a la tabla, vista y fallo se regir  por las reglasó á  

aplicables al recurso de protecci n .ó ”

No obstante, lo se alado precedentemente, la naturaleza delñ  

arbitrio  incoado  es  de  un  recurso  de  reclamaci n,  dado  que  laó  

resoluci n recurrida corresponde a un acto administrativo, por loó  

que resulta improcedente la petici n formulada en cuanto a rebajaró  

la  multa  aplicada  en  la  especie.  As  lo  ha  expresado  la  Corteí  

Suprema en sentencia de 12 de noviembre de 2018, Rol N  15.369-°

2018, en que se sostuvo que: 
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Octavo: Que, previo al examen del recurso interpuesto, es“  

necesario  consignar  que  el  art culo  23  inciso  5  de  la  Ley  Ní ° °  

18.838, que ha dado origen a este proceso, al igual que el art culoí  

11 inciso 3  de la Ley N  20.378, denominan apelaci n al reclamo° ° ó  

de  ilegalidad  jurisdiccional,  que  procede  en  contra  de  las  

resoluciones  que  se  pronuncian  respecto  de  las  reclamaciones  

administrativas dictadas en los procedimientos que los respectivos  

textos  establecen.  De este  modo y tal  como lo ha se alado estañ  

Corte  en  otras  oportunidades  (por  ejemplo,  SCS Rol  N  6.750-°

2012,  sentencia  de  12  de  marzo  de  2013),  la  competencia  del“  

tribunal viene dada por la naturaleza del recurso de reclamaci n, enó  

tanto  control  de  legalidad ,  de  manera  que  para  modificar  la”  

resoluci n dictada por la autoridad reguladora competente, es daró “  

por  establecida  la  ilegalidad,  invalidar  el  acto  administrativo  y  

disponer la decisi n adecuada al caso, si procediere, conforme a losó  

l mites de su competencia en un reclamo de ilegalidad  (SCS Rolí ”  

N  21.814-2017, sentencia de fecha 25 de octubre de 2017)°

Noveno:  Que,  en  las  condiciones  expuestas,  resultaba  

improcedente  rebajar  la  multa  impuesta,  toda  vez  que  la  

competencia  de  la  Corte  en  esta  materia  se  vincula  con  la  

determinaci n de la legalidad o ilegalidad del acto administrativoó  

que  impone  la  sanci n.  En  consecuencia,  si  los  sentenciadoresó  

consideran que la resoluci n que impone la sanci n es legal, carecenó ó  

de atribuciones para disminuirla.

D cimo:  Que  los  argumentos  esgrimidos  por  la  recurrenteé  

dicen relaci n con el error en que esta misma parte ha incurrido aló  

deducir el reclamo de ilegalidad entendi ndolo como un recurso deé  

apelaci n,  atendiendo  nicamente  al  nomen  iuris  y  no  a  laó ú  
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naturaleza de la acci n, como se ha explicado en los razonamientosó  

que preceden, esto es, referidos a la valoraci n de la prueba rendidaó  

para dar por establecidos los hechos y a la apreciaci n de la misma,ó  

pero  sin  invocar  vicios  relativos  a  la  legalidad  de  la  resoluci nó  

imputada, lo que no guarda relaci n con la competencia que la leyó  

entrega al tribunal que debe resolver el arbitrio intentado, de modo  

que  mal  pod an  ser  acogidos  por  los  jueces  del  grado,  comoí  

pretend a la reclamante .í ”

Cuarto:  Que  en  la  misma  l nea  del  razonamiento  queí  

precede, resulta pertinente indicar que el recurso que contempla el 

art culo  34 de  la  Ley  N  18.838 no es  para  que esta  Corte  seí °  

pronuncie  como  superior  jer rquico  del  Consejo  Nacional  deá  

Televisi n  -dado  que  reviste  la  calidad  de  rgano  de  laó ó  

administraci n  y  no  tiene  el  car cter  de  un  Tribunal  de  laó á  

Rep blica,  de conformidad con lo previsto en los art culos  5 delú í  

C digo Org nico de Tribunales y 77 de la Constituci n Pol tica deó á ó í  

la  Rep blica-,  sino  como  un  ejercicio  de  la  potestad  con  queú  

cuentan  los  tribunales  para  revisar  la  legalidad  de  los  actos 

administrativos, en virtud del principio de impugnabilidad, previsto 

en el art culo 15 de la Ley N  19.880, careciendo por tanto estaí °  

Corte de la facultad para disminuir la multa impuesta.  

En  efecto,  corresponde  analizar  si  el  Consejo  Nacional  de 

Televisi n ha actuado dentro del marco regulatorio que le fijan laó  

Constituci n y la Ley, respetando las normas del debido proceso y sió  

por su parte,  la decisi n  se encuentra razonablemente fundada yó  

ajustada  a  derecho,  todo ello  teniendo en  consideraci n  que  losó  
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actos  administrativos  gozan  de  la  presunci n  de  legalidad,ó  

correspondiendo por tanto a la recurrente desvirtuarla.

Quinto:  Que resultan ser hechos no controvertidos por las 

partes los siguientes que:

1. El Consejo Nacional de Televisi n inici  una fiscalizaci nó ó ó  

de oficio contra la permisionaria de servicios limitados de 

televisi n DIRECTV CHILE TELEVISI N LIMITADA.,ó Ó  

por  la  transmisi n  de  contenidos  inapropiados  paraó  

menores de edad en horario de protecci n (a partir de lasó  

18:59  horas),  presentes  en  la  pel cula  MIRRORS-í “

ESPEJOS SINIESTROS , transmitida el d a 25 de junio” í  

2022 a trav s por su se al A&E .é ñ “ ”

2. La autoridad recurrida procedi  a fiscalizar la emisi n, yó ó  

su Departamento de Supervisi n y Fiscalizaci n emiti  unó ó ó  

informe t cnico de fiscalizaci n (C-12023), que propuso alé ó  

H.  Consejo  Nacional  de  Televisi n  formular  cargos  aló  

canal  por  la  presencia,  en  la  emisi n,  de  elementosó  

audiovisuales  inapropiados  que  abren  el  riesgo  de 

vulneraci n de la formaci n espiritual e intelectual de laó ó  

ni ez y la juventud, m xime cuando la pel cula en cuesti nñ á í ó  

fue  calificada  por  el  Consejo  de  Calificaci nó  

Cinematogr fica como no apta para menores de 14 a osá ñ  

de edad.

3. Ante ello,  en la  sesi n  del  d a 13 de octubre de 2022,ó í  

acord  formular  cargo  al  operador  TU VES  S.A.,  poró  

infringir  el  correcto  funcionamiento  de  los  servicios  de 

televisi n a trav s de su se al A&E , por inobservanciaó é ñ “ ”  
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del art culo 1  de la Ley N  18.838, al exhibir el d a 25 deí º ° í  

junio de 2022, en horario de protecci n de Ni os, Ni as yó ñ ñ  

Adolescentes (NNA) la pel cula indicada , no obstante suí ”  

contenido inapropiado para menores de edad, amagando, 

por  lo  tanto,  el  bien  jur dico  formaci n  espiritual  eí ó  

intelectual  de  la  ni ez  y  la  juventud  consagrado  en  elñ  

art culo 1 , inciso cuarto de la Ley 18.838, por la v a de laí ° í  

vulneraci n  de  la  regla  del  art culo  1  letra  e)  de  lasó í °  

Normas Generales sobre Contenidos de las Emisiones de 

Televisi n (NGCET).ó

4. El cargo fue notificado v lidamente y la recurrente formulá ó 

descargos dentro del plazo contemplado en el art culo 34í ° 

de la Ley 18.838, sin aportar probanzas que desvirtuasen 

su responsabilidad o derribasen la presunci n de legalidadó  

sobre la fiscalizaci n.ó

5. En sesi n de H. Consejo Nacional de televisi n de fechaó ó  

17 de abril de 2023, se acord  ratificar lo obrado en laó  

fiscalizaci n, y, descartando fundadamente sus objeciones,ó  

imponerle una sanci n de 20 UTM seg n el criterio deó ú  

gravedad de la infracci n establecido en el art culo 33 deó í  

la Ley 2 18.838, y, conforme a tal precepto, de acuerdo a 

los  par metros  de  la  Resoluci n  610  de  2021,  sobreá ó  

Adecuaci n de Normas Generales para la aplicaci n de laó ó  

Sanci n de Multa,  por infringir el principio del correctoó  

funcionamiento de la televisi n vulnerando el bien jur dicoó í  

formaci n espiritual e intelectual de la ni ez y la juventud,ó ñ  

mediante la conducta antes descrita.
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6. En contra  de  tal  acuerdo,  la  permisionaria  interpuso  la 

presente reclamaci n.ó

Sexto:  De  esta  forma,  a  continuaci n,  se  analizar  laó á  

supuesta  normativa  infringida  y  consecuentemente  con  ello,  si  el 

acto administrativo impugnado se ajusta a ella.

En  primer  t rmino,  es  dable  indicar  qé ue,  la  Constituci nó  

Pol tica de la Rep blica, en el numeral 12 del art culo 19, reconoceí ú í  

a todas las personas la libertad de emitir opiniones e informar, en 

cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio del r gimen deé  

responsabilidades y sanciones que admite la ley, la que deber  será  

siempre de qu rum calificado. Trat ndose de la actividad televisiva,ó á  

la  Constituci n  Pol tica  ha  establecido  que  habr  un  Consejoó í á  

Nacional  de  Televisi n,  cuya  tarea  ser  velar  por  el  correctoó á  

funcionamiento de los servicios de esa clase. 

Es necesario advertir, en este punto, que la nica actividadú  

informativa y de opini n que la Carta Fundamental ha estimadoó  

necesario  reglamentar,  haciendo  alusi n  a  un  est ndar  deó á  

comportamiento en sus contenidos, es la televisiva, lo que a su turno 

justifica la  adopci n de un estatuto jur dico especial,  diferente aló í  

propio de los dem s medios de comunicaci n.á ó

En relaci n a la actividad televisiva -a diferencia de los dem só á  

medios de comunicaci n- nuestra Carta Fundamental  consagra laó  

existencia del Consejo Nacional de Televisi n, cuya tarea ser  velaró á  

y  controlar  el  funcionamiento  de  los  servicios  de  esta  ndole,í  

mediante  la  supervigilancia  y  fiscalizaci n  del  contenido  de  lasó  

emisiones que por medio de ellos se efect an, materializado en laú  

dictaci n de la Ley N  18.838.ó °

C
F

Y
Z

X
H

X
Z

M
W

X



Asimismo, el art culo 19 N  21 de nuestra Carta Fundamentalí °  

obliga  a  que  en  el  ejercicio  de  desarrollar  cualquier  actividad 

econ mica se deben siempre respetar las normas legales que regulenó  

dicha actividad. 

S ptimo:  é Que en este orden de ideas, el art culo 1  de laí °  

Ley N  18.838 que crea el Consejo Nacional de Televisi n, en su° ó  

inciso  4  dispone  que  ° Se  entender  por  “ á correcto  

funcionamiento  de estos servicios  el  permanente  respeto , a 

trav s de su programaci n, de la democracia, la paz, el pluralismo,é ó  

el desarrollo regional, el medio ambiente, la familia, la  formaci nó  

espir i tual  e  inte lectual  de  la  ni ez  y  la  juventud,ñ  los 

pueblos  originarios,  la  dignidad  humada  y  su  expresi n  en  laó  

igualdad de derechos y trato entre hombres y mujeres, as  como elí  

de todos los derechos fundamentales reconocidos en la Constituci nó  

y  en  los  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  y  que  se  

encuentren vigentes .”

Adem s, el art culo 12  letra l) de la Ley N  18.838, en susá í ° °  

incisos  segundo y cuarto dispone:  Asimismo,  el  Consejo deber“ á 

dictar las normas generales destinadas a impedir que los menores se  

vean  expuestos  a  programaci n  y  publicidad  que  pueda  da aró ñ  

seriamente  su salud y su desarrollo  f sico y mentalí ” facult ndoloá  

para incluir, dentro de dichas normas,  la designaci n de horarios“ ó  

s lo dentro de los cuales se podr  exhibir programaci n no aptaó á ó  

para menores de edad la que estar , en todo caso, precedida de unaá  

advertencia visual y ac stica o identificada mediante la presencia deú  

un s mbolo visual durante toda su duraci n .í ó ”  
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As , en virtud del principio de colaboraci n reglamentaria, elí ó  

CNTV  dict  las  Normas  Generales  sobre  Contenidos  de  lasó  

Emisiones  de  Televisi n  (NGCET),  cuyo  art culo  2  se ala:  ó í ° ñ Se“  

establece como horario de protecci n de los ni os y ni as menoresó ñ ñ  

de 18 a os, el que media entre las 06:00 y las 22:00 horasñ ”, y su 

art culo 1  letra e) define esa franja como aquella dentro de la cualí °  

no podr n ser exhibidos contenidos no aptos para menores de 18á  

a os que puedan afectar la formaci n espiritual e intelectual de lañ ó  

ni ez y la juventud, en armon a con el referido art culo 1  de la Leyñ í í °  

18.838; 19. 

De  esta  forma,  ese  horario  de  protecci n  constituye  unaó  

medida  expresamente  establecida  para  el  resguardo  de  un  bien 

jur dico formaci n espiritual e intelectual de la ni ez y la juventud,í ó ñ  

componente del principio constitucional del correcto funcionamiento 

de  la  televisi n  seg n  el  art culo  19  N  12  de  la  Constituci nó ú í ° ó  

Pol tica y el art culo 1  de la Ley N  18.838. El cumplimiento de talí í ° °  

carga  p blica  -lo  que  incluye  la  exigibilidad  y  sanci n  de  lasú ó  

conductas  fijadas  por  la  normativa  reglamentaria  que  dicta  el 

Consejo- resulta aplicable a concesionarios de radiodifusi n televisivaó  

de libre recepci n como a permisionarios de servicios limitados deó  

televisi n  -independiente  de  su  devenir  empresarial  o  estatutoó  

contractual en el mercado-, tal como aparece del v nculo entre elí  

art culo 1  de la Ley 18.838 y los art culos 12  letras a), i), l), 13í ° í ° ° 

letra b), 15  bis y 33  de la misma ley, que habilitan al Consejo a° °  

proteger  la  indemnidad  de  la  formaci n  de  los  ni os  frente  aó ñ  

programaci n  que pueda da arla,  independiente  de la  naturalezaó ñ  

jur dica del emisor (sentencias de la Corte Suprema Roles N  7065í °  
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de 2012 y N  12.833 de 2022 y sentencia de esta Corte Rol N  26° °  

de 2021).

Octavo:  Asimismo, atendida la naturaleza del bien jur dicoí  

formaci n espiritual e intelectual de la ni ez y juventud, cuya puestaó ñ  

en cuesti n motiv  la fiscalizaci n de la especie, en atenci n a suó ó ó ó  

relaci n ntima con los tratados de derechos humanos ratificados poró í  

Chile y conforme al art culo 5 , inciso segundo de la Constituci n,í ° ó  

materializa los contenidos del principio del Inter s Superior del Ni oé ñ  

recogido en la Convenci n de Derechos del Ni o y, como tal, obligaó ñ  

a que los organismos p blicos en sus resoluciones tengan siempre enú  

consideraci n el bienestar y los derechos fundamentales del NNA,ó  

adelantando las barreras de protecci n para su resguardo, atendidoó  

el  estado  de  vulnerabilidad  de  dicho  rango  etario  tomando  en 

cuenta la obvia relaci n entre esta formaci n,  la dignidad de lasó ó  

personas y sus derechos esenciales.

En efecto, la Constituci n Pol tica de la Rep blica prescribe,ó í ú  

en el inciso cuarto de su art culo 1, que í "El Estado est  al servicioá  

de la persona humana y su finalidad es promover el bien com n,ú  

para lo cual  debe contribuir  a crear las  condiciones sociales  que  

permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad  

nacional,  su  mayor  realizaci n  espiritual  y  material  posible,  conó  

pleno  respeto  a  los  derechos  y  garant as  que  esta  Constituci ní ó  

establece", en tanto el N  1 de su art culo 19 estatuye que: "° í La 

Constituci n asegura a todas las personas: 1 .- El derecho a la vidaó °  

y a la integridad f sica y ps quica de la persona".í í

En este orden de ideas, el art culo 3.1 de la Convenci n deí ó  

los  Derechos  del  Ni o,  prescribeñ :  En  todas  las  medidas“  
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concernientes  a  los  ni os,  que tomen las  instituciones  p blicas  oñ ú  

privadas  de  Bienestar  Social,  los  Tribunales,  las  Autoridades  

Administrativas  o  los  rganos  Legislativos,  una  consideraci nÓ ó  

primordial a que se atender  ser  el Inter s Superior del menor .á á é ”

Tambi n corresponde indicar que, el art culo 7 de la Ley Né í ° 

21.430 sobre Garant as y Protecci n Integral de los Derechos de laí ó  

Ni ez y la Adolescencia prescribe que:  ñ “Inter s superior del ni o,é ñ  

ni a o adolescente. El inter s superior del ni o, ni a y adolescenteñ é ñ ñ  

es un derecho, un principio y una norma de procedimiento, que se  

basa en una evaluaci n de todos los elementos del inter s de uno oó é  

varios ni os en una situaci n concreta.ñ ó

    Todo ni o, ni a o adolescente tiene derecho a que en la tomañ ñ  

de  decisiones  sobre  cuestiones  que  le  afecten  se  considere  

primordialmente  su  inter s  superior,  entendido  como  la  m ximaé á  

satisfacci n  posible  de  los  principios,  derechos  y  garant asó í  

reconocidos en virtud del art culo 1, cuando se eval en y sopesení ú  

los distintos intereses involucrados en el asunto, sea que la decisi nó  

deban tomarla autoridades legislativas, judiciales o administrativas,  

organizaciones  de  la  sociedad  civil,  instituciones  privadas,  padres  

y/o  madres,  representantes  legales  o  personas  que  los  tengan  

legalmente a su cuidado.

    Conforme  a  este  principio,  ante  distintas  interpretaciones,  

siempre se elegir  aquella que satisfaga de manera m s efectiva elá á  

inter s superior del ni o, ni a o adolescente.é ñ ñ

    Los procedimientos se guiar n por garant as procesales paraá í  

asegurar la correcta aplicaci n del inter s superior del ni o, ni a oó é ñ ñ  

adolescente, que exige procedimientos transparentes y objetivos que  
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concluyan  en  decisiones  fundamentadas  con  los  elementos  

considerados  para  efectivizar  los  derechos  de  los  ni os,  ni as  yñ ñ  

adolescentes involucrados.

    Para  su  determinaci n,  se  deber n  considerar  lasó á  

circunstancias espec ficas de cada ni o, ni a o adolescente o grupoí ñ ñ  

de ni os, ni as o adolescentes como:ñ ñ

     a) Los derechos actuales o futuros del ni o, ni a o adolescenteñ ñ  

que deban ser respetados, promovidos o protegidos por la decisi nó  

de la autoridad.

    b) La opini n que el ni o, ni a o adolescente exprese, cuandoó ñ ñ  

ello sea posible conforme a su edad, grado de desarrollo, madurez  

y/o su estado afectivo si no pudiere o no quisiere manifestarla.

    c) La opini n de los padres y/o madres, representantes legalesó  

o  de  quien  lo  tuviere  legalmente  a  su  cuidado,  salvo  que  sea  

improcedente.

    d)  El  bienestar  f sico,  mental,  espiritual,  moral,  cultural  yí  

social del ni o, ni a o adolescente.ñ ñ

e) La identidad del ni o, ni a o adolescente y las necesidadesñ ñ  

que  de  ella  se  derivan,  sean  stas  f sicas,  emocionales,  sociales,é í  

culturales o de origen tnico.é

    f) La autonom a del ni o, ni a o adolescente y su grado deí ñ ñ  

desarrollo.

    g)  Cualquier  situaci n  de  especial  desventaja  en  la  que  seó  

encuentre  el  ni o,  ni a  o  adolescente  que  haga  necesaria  unañ ñ  

protecci n  reforzada  para  el  goce  y  ejercicio  efectivos  de  susó  

derechos.
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    h)  La  necesidad  de  estabilidad  de  las  soluciones  que  se  

adopten para promover la efectiva integraci n y desarrollo del ni o,ó ñ  

ni a o adolescente considerando su entorno de vida.ñ

    i)  Otras  circunstancias  que  resulten  pertinentes  en  el  caso  

concreto que se conoce,  tales  como los  efectos  probables  que la  

decisi n pueda causar en su desarrollo futuro .ó ”

 Por su parte, el art culo 12 de la Ley N  21.430 dispone:í °  

Efectividad de los derechos. Es deber del Estado adoptar todas las“  

medidas  administrativas,  legislativas  y  de  cualquier  otra  ndole,í  

necesarias  para  dar  efectividad  a  los  derechos  que  le  son  

reconocidos  en  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  en  laó í ú  

Convenci n  sobre los  Derechos  del  Ni o,  en  los  dem s tratadosó ñ á  

internacionales de derechos humanos ratificados por Chile que se  

encuentren vigentes y en las leyes .”

    Noveno:  Que, tal como se ha sostenido por esta Corte en 

causa Rol N  40.789-2021, conforme a lo establecido en el art culo° í  

3  de la Convenci n sobre los Derechos del Ni o, aplicable en elº ó ñ  

caso  sub  j diceú ,  se  debe  considerar  primordialmente  el  inter sé  

superior del ni o, y se debe entender por tal, la mayor realizaci nñ ó  

espiritual y material de los ni os, ni as y adolescentes y el plenoñ ñ  

respeto  a  sus  derechos  fundamentales,  teniendo  como  par metroá  

m nimo  los  derechos  garantizados  por  la  Convenci n  sobre  losí ó  

Derechos del Ni o y la Constituci n Pol tica del Estado (as  lo hañ ó í í  

se alado  esta  Corte  en  sentencias  2115-2019;  2945-2019;  2589-ñ

2019; 654-2020; 400-2021; 555-2022; 995-2022; y, 2754-2021).

D cimo:  é Que por otro lado,  el art culo 13 de la Ley Ní ° 

18.838 hace plena y directamente responsables  a los  servicios  de 

televisi n por toda infracci n en contra del deber de cuidado queó ó  
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importa el principio constitucional del correcto funcionamiento, no 

siendo necesario por encontrarnos frente al derecho administrativo 

sancionador,  un  respeto  irrestricto  al  principio  de  tipicidad,  a 

diferencia de lo que sucede en materia penal, en que se requiere 

que  se  especifiquen  de  manera  precisa  y  determinar  -a  v a  deí  

cat logo-  las  conductas  a  proscribir,  revistiendo su  proceder  unaá  

potestad  discrecional  dentro  de  un  margen  de  libre  apreciaci nó  

amparado por el ordenamiento jur dico. í

Und cimo:  é Que a fin de respetar el debido proceso y a v aí  

de  analizar  el  respeto  a  los  principios  de  imparcialidad, 

razonabilidad, transparencia y publicidad -art culos 11, 16 y 41 deí  

la Ley N  19.880- corresponde indicar en primer t rmino que, en la° é  

decisi n recurrida se expusieron los hechos que se acreditaron, estoó  

es, que, en la data y horario antes signado, se difundi  la signadaó  

pel cula presupuesto f ctico no controvertido por la recurrente-.  í – á

En consecuencia,  los  hechos  en  que  se  asent  el  presenteó  

procedimiento infraccional se encuentran expuestos sustantivamente 

en la resoluci n recurrida con los debidos respaldos audiovisualesó  

habidos al efecto. 

En ese contexto, la recurrida arrib  a la conclusi n que, laó ó  

concesionaria hab a incurrido en una conducta contraria al correctoí  

funcionamiento de los  servicios  de televisi n  y de esta  forma,  seó  

verific  que  los  presupuestos  f cticos  tenidos  por  ciertosó á  

constituyeron una conducta infraccional proscrita por el art culo 1í ° 

de  la  Ley  N  18.838  en  relaci n  con  el  derecho  a  que  se° ó  

salvaguarde la integridad f sica y ps quica de las personas -art culoí í í  

19  N  1  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica-  y  con  el° ó í ú  
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principio  de  servicialidad  que  consagra  el  art culo  1  de  nuestraí  

Carta Fundamental, en raz n del cual todas las medidas que tomenó  

las instituciones de la administraci n deben propender ó a crear las“  

condiciones  sociales  que  permitan  a  todos  y  a  cada  uno de  los  

integrantes de la comunidad nacional su mayor realizaci n espiritualó  

y material posible, con pleno respeto a los derecho y garant as queí  

esta  Constituci n  estableceó ”.  Asimismo,  entre  ellos  consider  losó  

derechos fundamentales contemplados en el art culo 12 del Pactoí  

Internacional de Derechos Econ micos, Sociales y Culturales que, aó  

fin de garantizar  el derecho de toda persona al disfrute del m s“ á  

alto  nivel  posible  de  salud  f sica  y  mentalí ” en  relaci n  con  losó  

art culos 1 de la Ley N  18.838 y art culo 12 letra L) de la Ley Ní ° í ° 

18.838. Tambi n se encuentra refrendado lo anterior por el art culoé í  

3.1. de la Convenci n de los Derechos del Ni o y el art culo 7 de laó ñ í  

Ley N  21.430.°

Asimismo, la obligaci n de cuidado a que se encontraba sujetaó  

la  concesionaria,  se  expresaba  en  el  respeto  estricto  de  bienes 

jur dicos del correcto funcionamiento vinculados directamente coní  

Normas Generales espec ficas del CNTV, complementarias de dichaí  

obligaci n,  constituyendo  estas  ltimas,  la  colaboraci nó ú ó  

reglamentaria que el derecho administrativo sancionador reconoce y 

acepta para la determinaci n del il cito en caso de incumplimiento. ó í

Duod cimo:  é Que en consecuencia, el Consejo Nacional de 

Televisi n, luego de formulados los cargos y analizados los descargosó  

presentados por la concesionaria, realiz  un ejercicio hermen uticoó é  

que dio raz n de todos los argumentos que tuvo en consideraci nó ó  

para arribar a la decisi n del asunto sometido a su conocimiento,ó  

por lo que se cumpli  plena y satisfactoriamente con el deber deó  
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hacer exposici n fundada de sus deliberaciones y de las conclusionesó  

que justifican su sanci n; por lo que, el acuerdo sancionatorio fueó  

adoptado conforme a derecho, con total apego a las competencias 

que, a estos efectos, le concede la Constituci n y la ley. ó

D cimo  tercero:  é Que,  en  la  especie  se  verific  que  laó  

sanci n aplicada se encuentra contemplada en el  ó art culo 33 N  2í °  

de la Ley N  19.733.°

En efecto, para los efectos de ponderar el monto de la sanci nó  

-la que consider  como lev sima- tuvo en consideraci n la gravedadó í ó  

de la infracci n, el bien jur dico vulnerado y el alcance nacional deó í  

la concesionaria, por lo que aqu lla fue debidamente ponderada yé  

ajustada a derecho.

En este sentido, la aplicaci n de la sanci n impuesta resultaó ó  

ajustada a derecho, descart ndose cualquier vulneraci n al  á ó art culoí  

19 N  12 de nuestra Carta Magna,  que reconoce la  libertad de°  

expresi n y dentro de ella la de informar sin censura previa conó  

estricta consonancia a las normas aludidas precedentemente.

D cimo  cuarto:  é Por  lo  dem s,  la  respectiva  sanci n  seá ó  

encuentra debidamente fundada y fue dictada dentro del marco de 

las competencias que la legislaci n le confiere al Consejo Nacionaló  

de  Televisi n,  conforme  al  principio  de  legalidad  constitucionaló  

-art culos  6  y  7  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica-,í ó í ú  

apegado a la ley y a los Tratados Internacionales, con respeto del 

debido proceso y del derecho de defensa de la concesionaria.

Asimismo,  de  acuerdo  a  los  antecedentes  vertidos  en  el 

recurso  no  se  aportan  elementos  de  convicci n  que  acrediten  laó  

existencia de vicios invalidatorios del Acuerdo del Consejo, sino que 

de su an lisis es dable concluir que se limita a plantear una distintaá  
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interpretaci n jur dica del derecho de la libertad de expresi n, losó í ó  

que no resultaron id neos para derribar el acto administrativo queó  

viene en reclamar. 

D cimo  quinto:  é En efecto, de acuerdo a lo que se viene 

razonando, aunado a lo que disponen los art culos 1 y 33 de la Leyí  

N  18.838º ,  art culo  33 de la  Ley N  19.733 y art culo  8 de lasí º í  

Normas Generales sobre Contenidos de las Emisiones de Televisi n,ó  

es posible sostener que se ajusta a derecho la decisi n del Consejoó  

Nacional de Televisi n, adoptada medianteó  la resoluci n que fuereó  

impugnada. En consecuencia, ninguna de las alegaciones formuladas 

por la recurrente alteran el hecho de que efectivamente se realizó 

una  transmisi n  que  infringi  el  principio  del  correctoó ó  

funcionamiento de los servicios de televisi n. ó

Con lo razonado, citas legales mencionadas, art culos 1, 15,í  

33  y  34  de  la  Ley  N  18.838  y  art culo  186  del  C digo  de° í ó  

Procedimiento Civil, se resuelve que:

Por  las  razones  mencionadas,  y  seg n  lo  previsto  en  lasú  

disposiciones  constitucionales  y  legales  que  se  han  citado,  se 

rechaza la  reclamaci n  interpuesta  por  ó do a  Ximena  Oyarzunñ  

Cayo, abogado, en representaci n de DIRECTV Chile Televisi nó ó  

Limitada, en contra de la resoluci n contenida en ORD N  247, deó º  

veinticinco de abril de dos mil veintitr s del Consejo Nacional deé  

Televisi n,  representado  por  don  Mauricio  Mu oz  Guti rrez,  enó ñ é  

virtud de la  cual  se impuso a dicha permisionaria la  sanci n deó  

multa de veinte unidades tributarias mensuales contemplada en el 

art culo 33 N  2 de la Ley N  18.838 por infringir el art culo 1 deí ° ° í  

la misma ley, s in costas .

Reg strese, comun quese y arch vese, en su oportunidad.í í í
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Contencioso Administrat ivo  N  294-2023°

Pronunciada por la Cuarta Sala, integrada por  los Ministros se orañ  
Graciela G mez Quitral, se ora Ver nica Cecilia Sabaj Escudero yó ñ ó  
el Abogado Integrante se or Rodrigo Asenjo Zegers.ñ
Autoriza el (la) ministro de fe de esta Iltma. Corte de Apelaciones de 
Santiago.
En Santiago, veintinueve de agosto de dos mil veintitr s, se notificé ó 
por el estado diario la resoluci n que antecede.ó
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago integrada por los Ministros (as) Graciela

Gomez Q., Veronica Cecilia Sabaj E. y Abogado Integrante Rodrigo Asenjo Z. Santiago, veintinueve de agosto de

dos mil veintitrés.

En Santiago, a veintinueve de agosto de dos mil veintitrés, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2023, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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